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3. Otorgamiento del amparo y su alcance.—Vulne-
rado el derecho a la tutela judicial efectiva de la entidad
ahora recurrente, debió prosperar su solicitud de otor-
gamiento de amparo, lo que conlleva la adopción de
las medidas necesarias para restablecerla en la integri-
dad de su derecho.

A tal efecto, debió declararse la nulidad del Auto del
Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Valladolid, de
28 de marzo de 1996, reponiendo las actuaciones al
momento en que las partes deben informar sobre los
honorarios de Letrado (art. 427.1 L.E.C.), para que, tras
los trámites oportunos, dicho Juzgado dictare la reso-
lución que proceda teniendo en cuenta lo resuelto, sobre
la cuantía del pleito, por la Sentencia de la Audiencia
Provincial de Valladolid de 22 de diciembre de 1995.

No procedía, sin embargo, declarar la nulidad del Auto
de la Audiencia Provincial de Valladolid, de 14 de marzo
de 1997, tanto por las razones expuestas en el fun-
damento jurídico 4.o, in fine, de la Sentencia, como por-
que resuelve sobre otros extremos (tales como el desis-
timiento interesado por la ejecutante, «Divisa Informá-
tica, S. A.») que nada tienen que ver con las pretensiones
deducidas en el presente recurso de amparo.

Procedía, en suma, otorgar el amparo a «Comercial
El Pichón, S. L.», con el reconocimiento de su derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.)
y la declaración de la nulidad del Auto del Juzgado de
Primera Instancia núm. 1 de Valladolid, de 28 de marzo
de 1996, retrotrayendo las actuaciones al momento indi-
cado y para los trámites también señalados.

Firmo este Voto particular, lamentando no compartir
el parecer expresado en la Sentencia, en Madrid, a vein-
tinueve de noviembre de mil novecientos noventa y nue-
ve.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Firmado y
rubricado.

24560 Sala Primera. STC 219/1999, de 29 de
noviembre de 1999. Recurso de amparo
2.686/1997. Promovido por doña Elena Hue-
te Guzmán, frente a la Sentencia de remate
del Juzgado de Primera Instancia núm. 14 de
Madrid, en un juicio ejecutivo por préstamo
seguido a instancia de La Caixa. Derecho a
la tutela judicial sin indefensión: emplazamien-
to edictal sin haber agotado las posibilidades
de comunicación con la demandada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.686/97, interpuesto
por doña Elena Huete Guzmán, representada por el Pro-
curador don Julián del Olmo Pastor, con la asistencia
del Letrado don Angel López Monsalvo, contra la Sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 14 de
Madrid, de 16 de diciembre de 1993, por la que se
ordenó seguir adelante con el despacho de ejecución,
recaída en los autos del juicio ejecutivo núm. 899/92.
Han intervenido la entidad Caja de Ahorros y Pensiones
de Barcelona (La Caixa), representada por la Procuradora

doña Paz Santamaría Zapata, y asistida por el Letrado
don Julio Martínez Gil; «Inmobiliaria Aldhar, S. A.», repre-
sentada por el Procurador don José Pedro Vila Rodríguez
y asistida por el Letrado don Ramón Díaz Leal, y el Minis-
terio Fiscal. Ha sido Ponente la Magistrada doña María
Emilia Casas Baamonde, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
19 de junio de 1997, don Julián del Olmo Pastor, Pro-
curador de los Tribunales, en representación de doña
Elena Huete Guzmán, interpuso demanda de amparo
contra la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 14 de los de Madrid, de 16 de diciembre de 1993,
por la que se ordenó seguir adelante con el despacho
de ejecución, recaída en los autos del juicio ejecutivo
núm. 899/92, y contra las actuaciones judiciales y regis-
trales que han traído causa de la misma, por la supuesta
lesión de su derecho a la tutela judicial efectiva sin pade-
cer indefensión (art. 24.1 C.E.).

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) La entidad crediticia Caja de Ahorros y Pensiones
de Barcelona (en adelante, La Caixa) presentó demanda,
en juicio ejecutivo (núm. 899/92), contra la Sra. Huete
Guzmán, recurrente en este amparo, en reclamación de
una deuda amparada por una póliza de préstamo (prin-
cipal: 293.412 pts. más 90.000 ptas. por intereses y
costas). Por Auto de 23 de octubre de 1992, el Juzgado
de Primera Instancia núm. 14 de Madrid despachó la
ejecución y se llevaron a cabo las diligencias de reque-
rimiento de pago, embargo y citación de remate. En dos
ocasiones fue intentada la notificación de dicho Auto
a la demandada y actual recurrente en amparo, girándose
en ambas ocasiones por el Servicio Común de Actos
de Comunicación Judicial de Madrid sendas diligencias
negativas de búsqueda (el 11 de diciembre de 1992
y el 13 de septiembre de 1993). A instancia de la actora,
fallidas las citaciones a la demandada, por providencia
de 2 de noviembre se decretó el embargo de tres fincas
urbanas registradas a nombre de la demandada (dos
apartamentos registrados a nombre de la demandante
de amparo y dos ciento onzavas partes de la finca en
la que se explotaba un establecimiento hostelero) y se
acordó que se citase de remate por edictos a la ahora
recurrente en amparo, «en ignorado paradero» [arts.
1.444 y 1.460, en relación con el art. 269, todos ellos
de la Ley de Enjuiciamiento Civil (en adelante L.E.C.)].
El mencionado edicto se publicó en el «Boletín Oficial
de la Comunidad de Madrid» el 25 de noviembre de
1993. Por nueva providencia de 9 de diciembre de 1993,
transcurrido el plazo concedido a la demandada para
oponerse a la ejecución sin haber comparecido en la
causa, se la declaró en rebeldía con arreglo a lo dispuesto
en el art. 1.462 L.E.C., dictándose a continuación Sen-
tencia de remate.

b) Por Sentencia de 16 de diciembre de 1993, dic-
tada en rebeldía de la demandada Sra. Huete Guzmán,
el Juzgado mencionado mandó seguir la ejecución des-
pachada, hasta hacer trance y remate de los bienes
embargados y pago del principal, comisión e intereses
pactados, intereses de demora y costas. Dicha Sentencia
fue notificada a la demandada, y recurrente de amparo,
por edicto al encontrarse «en ignorado paradero», publi-
cado en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid»
de 26 de febrero de 1994, procediéndose al tiempo
a la anotación preventiva del embargo en el Registro
de la Propiedad. Por edictos se notificó también el seña-
lamiento de subastas («Boletín Oficial de la Comunidad
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de Madrid» de 23 de noviembre de 1995, y uno segundo
el 28 de diciembre de 1995 para aclaración de errores).

c) Celebrada la pertinente subasta, se aprobó el
remate mediante Auto de 9 de julio de 1996, resultando
adjudicataria de los bienes subastados la entidad «In-
mobiliaria Aldhar, S. A.», lo que así fue inscrito en el
Registro de la Propiedad.

d) La recurrente en amparo, y ejecutada en rebeldía,
solicitó al Juzgado, mediante escrito de 6 de junio de
1997, certificación de la Sentencia de remate, que le
fue notificada el siguiente 16 de junio de 1997.

3. La recurrente en amparo denuncia la lesión de
su derecho a la tutela judicial efectiva sin padecer inde-
fensión (art. 24.1 C.E.), al haber sido dictada en su contra
e inaudita parte una Sentencia de remate, como con-
secuencia de una deficiente realización de los actos de
comunicación procesal sólo imputable al órgano judicial.
La demandante de amparo reprocha en su recurso al
Juez de Primera Instancia falta de diligencia, pues habien-
do podido efectuar un correcto emplazamiento personal
de la ahora recurrente en amparo, garantizando así la
posibilidad de un juicio contradictorio, no lo hizo a pesar
de que constaba en las actuaciones su domicilio par-
ticular. Tras recordar la doctrina de este Tribunal sobre
la obligatoriedad del emplazamiento personal de los
demandados en juicio cuando están identificados y sea
factible la misma a partir de los datos obrantes en
las actuaciones (con mención, en particular, de la
STC 203/1990), señala, también, en su recurso, con
cita de nuestra jurisprudencia, que los emplazamientos
por edictos no son medio que garantice suficientemente
la adecuada posibilidad de defensa y contradicción de
aquellos cuyos derechos o intereses se vean directa-
mente afectados por un proceso judicial, como así ha
sucedido en el caso presente.

Mediante otrosí, la demandante de amparo solicita
al tiempo la anulación de la Sentencia de remate impug-
nada y la anotación preventiva en el Registro de la Pro-
piedad del presente recurso de amparo.

4. Por providencia de 13 de octubre de 1998, la
Sección Segunda de este Tribunal, con antelación a pro-
nunciarse sobre la admisión de este recurso de amparo,
requirió al Juzgado de Primera Instancia núm. 14 de
Madrid para que en el plazo de diez días remitiera tes-
timonio de las actuaciones del juicio ejecutivo
núm. 899/92.

5. Mediante providencia de 8 de febrero de 1999,
la Sección Segunda acordó admitir a trámite la demanda
de amparo, y, con arreglo a lo dispuesto en el art. 51
LOTC, requerir atentamente al citado Juzgado para que
en plazo de diez días se emplazara a quienes hubieran
sido parte en el juicio ejecutivo núm. 899/92, con excep-
ción de la recurrente de amparo, para que pudiesen com-
parecer en este proceso constitucional; en la misma pro-
videncia se acordó la anotación preventiva de la deman-
da de amparo en el Registro de la Propiedad, a condición
de que fuese afianzada en la cantidad que fijase el Juz-
gado de Primera Instancia núm. 14 de los de Madrid.

6. Mediante escrito registrado en este Tribunal, La
Caixa interesó se la tuviese por comparecida y personada
en el presente recurso de amparo. Otro tanto solicitó
la entidad «Inmobiliaria Aldhar, S. A.», por su escrito
registrado el 12 de marzo de 1999, proviniente del Juz-
gado de guardia de los de Madrid.

7. Por providencia de 26 de abril de 1999, la Sala
Primera tuvo por comparecidos y personados en la pre-
sente demanda de amparo a La Caixa y a la «Inmobiliaria
Aldhar, S. A.». A tenor de lo dispuesto en el art. 52
LOTC, se acordó también dar vista de todas las actua-
ciones del presente recurso de amparo, por un plazo

común de veinte días, al Ministerio Fiscal, a las partes
comparecidas y personadas y a la recurrente de amparo,
para que dentro de ese plazo pudiesen presentar los
alegatos que a su derecho conviniesen.

8. El 14 de mayo de 1999, se registró en este Tri-
bunal el escrito de alegaciones elevado por la mercantil
«Inmobiliaria Aldhar, S. A.», en el que se interesa la deses-
timación del recurso de amparo. La citada entidad sos-
tiene en su alegato que el órgano judicial procedió al
pertinente emplazamiento personal de la recurrente de
amparo, con arreglo a lo dispuesto en la L.E.C., agotando
todos los medios a su alcance para notificar personal-
mente a la misma las vicisitudes de la causa, sin razón
alguna que provoque dudas respecto de la declaración
del conserje del edificio del domicilio consignado por
la demandante de amparo en la póliza de crédito y que le
constaba a la entidad crediticia demandante, según la
cual la Sra. Huete se había marchado de dicho domicilio
hacía aproximadamente un año, por lo que no cupo sino
acudir a la notificación edictal como único y último medio
para practicar los actos de comunicación procesal. A
juicio de la citada entidad mercantil, sólo es imputable
a la negligencia de la propia demandante de amparo
su desconocimiento del juicio ejecutivo, quien abandonó
su domicilio un año antes, según declaraciones del por-
tero del edificio en el que estuvo su vivienda, sin comu-
nicárselo a la entidad bancaria, despreocupándose de
las incidencias que pudieren rodear su préstamo.

9. Por escrito de 24 de mayo de 1999, se regis-
traron en este Tribunal las alegaciones de la entidad
La Caixa, por las que se interesa la desestimación del
presente recurso de amparo. Arguye la parte que la
recurrente de amparo actuó con ánimo dilatorio, entor-
peciendo deliberadamente su localización y, en conse-
cuencia, la recepción de las notificaciones judiciales que
a la misma se giraron. El órgano judicial, sigue razonando
la entidad bancaria, cumplió con sus deberes de empla-
zamiento personal de quien resultaba ser la demandada
en el juicio ejecutivo que promovió, manifestando su
extrañeza ante la coincidencia de que el requerimiento
de pago remitido al primer domicilio en el que se emplazó
a la demandada, y ahora recurrente en el presente ampa-
ro, aparentemente fuese recibido, y, en cambio, el con-
serje del edificio, espontánea o inducidamente, mani-
festase que hacía un año que dicha persona ya no vivía
en él. Así pues, el desconocimiento del juicio ejecutivo
por parte de quien resultó ser la demandada en el mismo
sólo es imputable a su ánimo de soslayarlo.

10. La demandante de amparo elevó a este Tribunal
sus alegaciones por escrito registrado el 27 de mayo
de 1999, en el que reitera sus peticiones formuladas
en su escrito de interposición del recurso de amparo
y abunda en sus razones, insistiendo en que el órgano
judicial no cumplió con las exigencias contenidas en el
art. 268 L.E.C. para con los emplazamientos personales.

11. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
9 de junio de 1999, elevó sus alegatos el Ministerio
Fiscal, solicitando la estimación del recurso de amparo.
Aduce el Ministerio Público que el órgano judicial, con
arreglo a nuestra reiterada doctrina sobre los actos de
comunicación procesal, no agotó todas las posibilidades
de indagación y localización de quien era la demandada
en el juicio ejecutivo del que conocía, pues no debió
conformarse con las diligencias negativas de búsqueda
en las que tan sólo se recogen las manifestaciones del
conserje del edificio, sin haber intentado, al menos, pro-
ceder a la notificación en la vivienda misma de la deman-
dada, y, de no lograrlo, proceder a la misma mediante
cédula a terceros, conforme a lo previsto en el art. 268
L.E.C. Y, únicamente, si ésta tampoco ofrecía resultado
alguno, le era dado acudir al emplazamiento edictal. De
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todo ello, dice el Ministerio Fiscal, se infiere la lesión del
art. 24.1 C.E., como fruto de la inactividad del Juez de
Primera Instancia, quien, sin causa justificada, no practicó
la notificación por cédula a terceros, cuando le era posible,
y debido con arreglo al mencionado art. 268 L.E.C.

12. Por providencia de 19 de noviembre de 1999,
se señaló el siguiente día 29 de noviembre para deli-
beración y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. La recurrente de amparo impugna en su demanda
la Sentencia de remate dictada por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 14 de Madrid, recaída en rebeldía, y,
por tanto, inaudita parte. A su juicio, su debido empla-
zamiento personal se efectuó defectuosamente por cau-
sas imputables exclusivamente al órgano judicial, quien
no agotó todas las posibilidades que la L.E.C. arbitra
para la notificación personal o por cédula a terceros a
la ahora demandante de amparo antes de acudir, como
así se hizo, al emplazamiento edictal.

Las partes personadas, la entidad crediticia La Caixa,
demandante ante la jurisdicción civil, y la «Inmobiliaria
Aldhar, S. A.», adjudicataria de las fincas propiedad de
la recurrente subastadas en ejecución de la mencionada
Sentencia de remate, solicitaron en sus escritos la deses-
timación de la demanda de amparo. Ambas entidades
coinciden en imputar a la recurrente la causa de su
supuesta indefensión, como lo vendrían a demostrar sus
propios actos, ausentándose del domicilio que hizo cons-
tar en la póliza de crédito, cuyo impago está en el origen
del proceso civil en el que se dictó la Sentencia impug-
nada en el presente recurso, sin comunicárselo a la enti-
dad bancaria ejecutante, dificultando conscientemente
su localización a los efectos de ser emplazada al referido
juicio ejecutivo. Igualmente, arguyen que el órgano judi-
cial obró correctamente, pues intentó en varias ocasio-
nes el emplazamiento personal de la demandada en el
juicio ejecutivo, y ahora recurrente del presente amparo,
en dos domicilios distintos, sin que concurran en el caso
de autos motivos para no conformarse con las diligencias
negativas de búsqueda que le fueron remitidas por la
Oficina Común de Notificaciones de Madrid, donde se
hicieron constar las declaraciones de los dos conserjes
de los edificios en los que se practicaron, quienes mani-
festaron que la demandada en el juicio ejecutivo, y
demandante de amparo, no residía allí.

Por su parte, el Ministerio Fiscal interesó la estimación
de la presente demanda de amparo, señalando que el
Juez de Primera Instancia no agotó todas las posibili-
dades de emplazamiento personal de la recurrente o
mediante cédula a terceros, como era su deber con arre-
glo a la doctrina de este Tribunal y lo dispuesto en la
L.E.C. Aduce el Ministerio Público que el órgano judicial
no debió conformarse con el resultado de las defectuosas
diligencias negativas de búsqueda remitidas por la Ofi-
cina Común de Notificaciones de Madrid, habiendo sido
posible, a la vista de las actuaciones, intentar al menos
la citación por cédula a terceros en la dirección y vivienda
que constaban como las particulares de la demandante
de amparo, antes de acudir al emplazamiento edictal.

2. Este Tribunal ha dicho con reiteración que una
incorrecta o defectuosa constitución de la relación jurí-
dica procesal puede ser causa de indefensión lesiva del
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) (SSTC
77/1997 y 176/1998). Pues sólo si aquélla tiene lugar
en los términos debidos es posible garantizar el derecho
a la defensa de quienes sean o puedan ser parte en
dicho proceso y, muy en particular, la inexcusable obser-
vancia del principio de contradicción, sobre el que se
erige el derecho a ser oído (SSTC 115/1988, 195/1990,
77/1997, 143/1998 y 176/1998). Por esta razón, pesa

sobre las oficinas judiciales, y especialmente sobre los
órganos judiciales, la responsabilidad de velar por la
correcta constitución de aquella relación. Hemos seña-
lado también que no todo defecto o irregularidad en
su establecimiento posee relevancia constitucional, sino
sólo aquellas irregularidades que provoquen indefensión
en quien las haya sufrido, lo que sucederá si la resolución
judicial se dicta inaudita parte por causas que no sean
imputables a la parte, bien por su pasividad o su negli-
gencia, y sin que haya podido tener la oportunidad efec-
tiva de alegar y probar lo alegado en un proceso con
todas las garantías (SSTC 117/1983, 77/1997,
143/1998, 176/1998, 26/1999 y 78/1999). Sin olvi-
dar que la posible negligencia, descuido o impericia
imputables a la parte, o el conocimiento extraprocesal
de la causa judicial tramitada supuestamente sin cono-
cimiento del interesado, que vaciaría de contenido cons-
titucional su queja, no puede fundarse sin más en una
presunción cimentada en simples conjeturas, sino que
debe acreditarse para que surta su efecto invalidante
de la tacha de indefensión, pues lo presumido es, jus-
tamente, el desconocimiento del proceso si así se alega
(SSTC 161/1998, 26/1999 y 126/1999).

Asimismo, hemos aseverado en numerosas ocasiones
que el deber de emplazar personalmente que pesa sobre
los órganos judiciales sólo cabe derivarlo directamente
del art. 24.1 C.E. en muy limitadas y singulares ocasiones,
siendo así cuando resulten con toda claridad de las actua-
ciones los posibles interesados en la causa, o le sea
factible al órgano judicial efectuar el emplazamiento a
partir de los datos que en dichas actuaciones obren,
sin que, claro está, pueda exigirse al Juez o Tribunal
correspondiente el despliegue de una desmedida labor
investigadora, que llevaría más bien a la indebida res-
tricción de los derechos de defensa de los restantes per-
sonados en el proceso (SSTC 133/1986, 196/1989,
65/1994, 97/1991, 192/1997, 143/1998, 65/1999
y 72/1999; AATC 220/1998 y 377/1990). Sin embar-
go, cuando, como se acaba de indicar, de las actuaciones
resulta factible la identificación de los interesados direc-
tamente en la causa judicial incoada, aquel deber de
diligente consecución de la constitución de la relación
jurídico-procesal pesará sobre el órgano judicial, quien
no sólo ha de velar por la práctica de los diversos actos
de comunicación procesal previstos a tal fin en la lega-
lidad procesal, sino que, además, deberá asegurarse de
que dichos actos sirven adecuadamente a su propósito,
cual es el de garantizar que la parte sea oída en el proceso
que pueda depararle beneficios o perjuicios, y con espe-
cial intensidad en este último caso (SSTC 115/1988,
148/1988, 195/1990, 203/1990 y 326/1993). Sien-
do aún más precisos, por lo que se refiere a la modalidad
de emplazamiento edictal, hemos afirmado que ésta
requiere, por su condición de último medio de comu-
nicación, no sólo el agotamiento previo de las otras
modalidades que aseguren en mayor grado la recepción
por el destinatario de la correspondiente notificación,
así como la constancia formal de haberse intentado prac-
ticar, sino también que el acuerdo o resolución judicial
que considera a la parte en ignorado paradero debe fun-
darse en circunstancias cuyo examen lleve razonable-
mente a la convicción o certeza de la inutilidad de aque-
llos otros medios normales de citación (SSTC 157/1987,
234/1988, 16/1989, 242/1991 y 143/1998).

Por estas razones, el órgano judicial no debe con-
formarse con aquellos actos de notificación de resultado
negativo si, no obstante, es posible aún intentar otros
medios de emplazamiento distintos al edictal, máxime
si aquellas diligencias ni siquiera cumplen con los requi-
sitos legalmente dispuestos, y siempre, claro está, que
semejantes irregularidades legales puedan colocar a la
parte en una situación de indefensión. Y esa obligación
pesa sobre el órgano judicial en aquellos procesos que
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por sus características colocan de suyo a la parte deman-
dada en una especial posición frente a quien les deman-
da, como es el caso de los juicios ejecutivos como el
que nos ocupa en esta ocasión, donde su incoación tiene
lugar inaudita debitoris. Circunstancia esta última que,
como ya hemos indicado en la STC 14/1992, no supone
infracción del art. 24.1 C.E., siempre que se respeten
escrupulosamente otras garantías en favor de quien ini-
cialmente resulta afectado por la promoción de un pro-
ceso judicial y el dictado de una primera resolución sin
haber sido oído. Razón por la que debe asegurarse, en
los términos antes señalados, el correcto emplazamiento
de quien es demandado con el objeto de que pueda
oponerse oportunamente a lo allí resuelto, esto es, defen-
derse frente a la ejecución que se cierne sobre sus bienes
(SSTC 155/1988, 195/1990, 203/1990 y 326/1993,
148/1988; ATC 377/1998).

3. En el caso de autos, la entidad actora ante la
jurisdicción civil indicó en su demanda como domicilio
de la demandada aquel que constaba en la póliza de
crédito y al que había dirigido su requerimiento de pago
(sin que conste que éste haya sido devuelto, al haberse
dirigido a una dirección o persona equivocadas), y con
posterioridad interesó que se la citase en la dirección
de las tres fincas cuyo embargo y traba pretendía tam-
bién. Tras el Auto de despacho de ejecución, en el que
vuelve a constar el citado domicilio de la recurrente,
se emplazó personalmente a la recurrente en la primera
de las direcciones mencionadas, resultando negativa la
diligencia, como consta en el oficio del Servicio Común
de Actos de Comunicación de Madrid, y en la que un
Oficial de la Administración de Justicia, del que no consta
su identidad, manifestaba que en esa dirección no se
encontró a la recurrente y que el conserje de la finca,
del que no se registra tampoco ningún dato identificador,
dijo, sin más precisiones, que la recurrente se fue de
ese domicilio hace aproximadamente un año. Notificada
la diligencia a la parte actora, ésta solicitó se acordase
la cita de remate y embargo de la demandada por edic-
tos, en aplicación de lo dispuesto en el art. 1.444 L.E.C.
(para el caso de que se desconozca al deudor o su para-
dero), en relación con el art. 1.460 L.E.C. (que remite
a lo dispuesto en el art. 269 L.E.C.). El Juzgado rechazó
su petición mediante providencia, solicitando la actora
que se requiriese de pago y en su caso de embargo
a la demandante de amparo en el segundo domicilio
mencionado. Lo que así se hizo, obteniendo igualmente
un resultado negativo. Una vez más, un Oficial de la
Administración de Justicia hizo constar en la diligencia
negativa de búsqueda remitida al Juzgado que otro anó-
nimo «encargado de los apartamentos» manifestó que
no sabía que la demandada, y ahora recurrente en ampa-
ro, tuviese relación con ese domicilio; indicando, además,
que el domicilio de sus padres era, justamente, el primero
en el que se intentó infructuosamente la citación inicial,
aunque ignoraba si vivía con ellos. Ese domicilio familiar
constaba también, y es importante destacarlo, en las
copias de las inscripciones registrales de las fincas
embargadas y subastadas, que se remitieron al Juzgado
por el Registro de la Propiedad una vez acordada la
subasta de los bienes embargados. La actora, notificada
esa diligencia, reiteró su solicitud de citación de remate
y embargo por edictos, lo que fue acordado finalmente
por el Juzgado mediante providencia.

La ejecutada y ahora demandante de amparo acre-
ditó, además, en su recurso de amparo, que su domicilio
era, precisamente, el que constaba en la póliza del cré-
dito, con la copia de su documento nacional de identidad,
expedido en marzo de 1992 (la demanda del juicio eje-
cutivo data de 28 de agosto de 1992), y la certificación
municipal de su empadronamiento (de fecha 3 de junio
de 1997), donde se hace constar que ése es su domicilio
desde marzo de 1991.

Pues bien, de todas estas circunstancias resulta evi-
dente que el Juez disponía en las actuaciones de datos
suficientes, que le hubiesen permitido intentar, sin difi-
cultad, cuando menos un nuevo emplazamiento personal
en el primero de los domicilios, donde, como se des-
prendía de las declaraciones del segundo de los
conserjes y de las hojas registrales remitidas por el Regis-
tro de la Propiedad, podían residir los padres de la
recurrente.

4. Al caso presente, como la recurrente y el Minis-
terio Fiscal señalan, le es de aplicación la doctrina rese-
ñada con antelación, y muy en especial la que se des-
prende de la STC 203/1990, en cuanto al deber que
pesa sobre el órgano judicial de intentar la notificación
por cédula a terceros (art. 268 L.E.C.) antes de la edictal.

En efecto, de las diligencias negativas de búsqueda
que fueron remitidas al Juzgado resulta que, en ambas
ocasiones, es el portero del edificio quien es interrogado
por quien portaba la notificación, incumpliéndose, cuan-
do menos, con lo dispuesto por los arts. 266 a 268
L.E.C., pues procedía hacerle entrega de la cédula de
citación, sin que conste en aquéllas que así se hubiese
intentado, en lugar de acudir, a instancia de la entidad
demandante, al emplazamiento por edictos. Como diji-
mos en la STC 203/1990 (fundamento jurídico 3.o), «con
ello se acudió a la notificación edictal sin haber agotado
otras posibilidades de comunicación que aseguran en
mayor grado la recepción por el destinatario de la cédula,
ya que dado el carácter del emplazamiento edictal como
remedio último para la comunicación del órgano judicial
con las partes, debía éste haber extremado los medios
que permitiesen el emplazamiento personal y en este
sentido resultaba exigible del órgano judicial que garan-
tizase, formalmente al menos, que el demandado podría
llegar a tener conocimiento de la citación, siendo a él
únicamente imputables, en caso de que no llegase a
ser efectivo, las consecuencias anudadas al empla-
zamiento edictal, de manera que si este conocimiento
no llegara a producirse, en modo alguno ello sería debido
a la pasividad del órgano judicial. Pero es que, además,
se decidió la citación edictal sin que existiera dato en
base al cual pudiera entenderse suficientemente fundado
el hecho de que era desconocido el domicilio del deman-
dado o que por haberse mudado de domicilio se encon-
traba en ignorado paradero, circunstancias que son el
presupuesto necesario para la citación edictal».

Y así ha sido también en esta ocasión, ya que en
las diligencias de búsqueda sólo se hizo constar las mani-
festaciones de quienes aparecen identificados como por-
teros del edificio, sin su preceptiva identificación per-
sonal (art. 267 L.E.C.), y el órgano judicial, a pesar de
tales manifestaciones, en las que se menciona que uno
de los domicilios era el de los padres de la demandada,
lo que resulta corroborado por las copias de las hojas
registrales, no adoptó medida distinta a conformarse sin
mayor cautela con el resultado negativo de la búsqueda,
equiparándola a la ignorancia del paradero de la parte
demandada en el juicio ejecutivo del que estaba cono-
ciendo, sin llevar a cabo ninguna otra actuación y sin
que haya concurrido ninguna circunstancia indicativa de
que razonablemente era inútil la entrega de la cédula
a un tercero, en cuanto modalidad de citación que ofrece
mayor seguridad a la recepción por el destinatario de la
cédula , en los términos del ar t . 268 L.E .C .
(STC 203/1990, fundamento jurídico 3.o). El Juzgado
debió, al menos, haber intentado la notificación en los
concretos pisos identificados en las actuaciones como
sus posibles domicilios, como señala el Ministerio Fiscal,
o en el negocio hostelero sito en una finca de la que
era copropietaria. Así pues, ni siquiera se trata aquí de
una defectuosa cédula a terceros (como así sucedió en
las SSTC 195/1990 y 326/1993), sino de su omisión,
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a pesar de que de las actuaciones y las diligencias nega-
tivas de búsqueda se desprendían datos que la hacían
factible, y en esa medida, de obligada práctica por el
Juez de Primera Instancia.

En consecuencia, al haber accedido el Juzgado a lo
solicitado por la parte actora en el proceso previo de
proceder al emplazamiento edictal de la ahora recurrente
en amparo y al embargo y subasta de sus bienes, en
lugar de cumplir con antelación con lo dispuesto en los
arts. 266, 267 y 268 L.E.C., ha ocasionado a la recurrente
en amparo la indefensión que denuncia, dictando una
Sentencia de remate inaudita parte con infracción del
art. 24.1 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.o Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela
judicial efectiva sin indefensión.

2.o Declarar la nulidad de las actuaciones y deci-
siones dictadas y practicadas en el juicio ejecutivo
núm. 899/92, seguido contra la solicitante de amparo
ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 14 de los
de Madrid, desde el momento inmediatamente anterior
al emplazamiento de la demandada, doña Elena Huete
Guzmán.

3.o Restablecer a doña Elena Huete Guzmán en la
integridad de su derecho y para ello retrotraer las citadas
actuaciones judiciales seguidas ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 14 de los de Madrid al momento
inmediatamente anterior al emplazamiento edictal, para
que sea emplazada en forma legal.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintinueve de noviembre de mil
novecientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Pablo Cachón Vil lar.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

24561 Sala Segunda. STC 220/1999, de 29 de
noviembre de 1999. Recurso de amparo
2.877/1997, promovido por don José Luis
Alejandre Monge, frente al Auto de la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo y las Sen-
tencias del Tribunal Superior de Justicia de
Aragón y del Juzgado de lo Social núm. 1
de Zaragoza, que declararon la incompetencia
de jurisdicción en un litigio sobre despi-
dos. Supuesta vulneración del derecho a
la igualdad: STC 227/1998 [aplicación del
art. 1.3 g) del Estatuto de los Trabajadores].

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde

Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.877/97, promovido
por don José Luis Alejandre Monge, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Amparo Díez Espí
y asistido por el Letrado don Leopoldo García Quinteiro,
contra el Auto de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo,
de 23 de abril de 1997, que inadmitió recurso de casa-
ción para la unificación de doctrina, formalizado contra
la Sentencia, de 9 de octubre de 1996, de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Aragón,
recaída en suplicación contra Sentencia de 4 de julio
de 1996 del Juzgado de lo Social núm. 1 de Zaragoza,
sobre despido. Han comparecido doña Isabel Cañedo
Vega, en representación de «S.E.U.R. Zaragoza, S. A.»,
y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Vicente Conde Martín de Hijas, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 30 de junio de 1997, la Procuradora de los Tribunales
doña Amparo Díez Espí, en nombre y representación
de don José Luis Alejandre Monge, interpuso recurso
de amparo contra Auto de la Sala Cuarta del Tribunal
Supremo de 23 de abril de 1997, Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Aragón
de 9 de octubre de 1996 y Sentencia del Juzgado de
lo Social núm. 1 de Zaragoza de 4 de julio de 1996,
sobre despido.

2. Los hechos relevantes en los que se basa la
demanda de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El Sr. Alejandre Monge venía prestando servicios
sin solución de continuidad para la entidad «S.E.U.R.
Zaragoza, S. A.», y «S.E.U.R. España, S. A.», siendo titular
de vehículo propio, consistiendo su actividad en ordenar
y recoger la mercancía a transportar en los locales de
dicha empresa, distribuirla y recoger paquetes en la zona
previamente asignada por aquélla, portando los corres-
pondientes albaranes y entregando el dinero recogido
cuando la mercancía era remitida a portes debidos. Igual-
mente, portaba uniforme de S.E.U.R. y su vehículo llevaba
el anagrama de la empresa, así como otros efectos per-
tenecientes a la misma. El actor percibía por el servicio
una cantidad fija, a la que se añadían otras por diferentes
conceptos.

Con fecha 1 de julio de 1994, el actor, junto con
otros, dedujo demanda ante la jurisdicción social, en
solicitud de que se declarase la naturaleza jurídico-laboral
de su relación contractual con las demandadas. Cele-
brado el acto del juicio el día 18 de mayo de 1995,
con fecha 30 de octubre de 1995 «S.E.U.R. Zarago-
za, S. A.», en forma verbal, le comunicó que prescindía
de sus servicios.

b) En estas circunstancias, con fecha 17 de noviem-
bre de 1995, el actor dedujo demanda sobre despido
nulo o subsidiariamente improcedente contra «S.E.U.R.
Zaragoza, S. A.», y «S.E.U.R. España, S. A.», que no com-
pareció. En los autos núm. 849/95, seguidos en el Juz-
gado de lo Social núm. 1 de Zaragoza, se dictó Sentencia,
de fecha 4 de julio de 1996, estimatoria de la excep-
ción de incompetencia de jurisdicción ratione materiae
alegada de adverso que, por no entrar en el fondo del
asunto, previno al actor de la posibilidad de hacer uso
de su derecho ante la jurisdicción civil ordinaria.


